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Hay conciencia generalizada en 10s 
ámbitos acad&micos, políticos y cultura- 
les que la fbrmula estatal centralizada 
en la actualidad está sometida B una se- 
vera critica, no ~510 en Europa sino que 
en el mundo entero. En este sentido el 
paradigmático Estado unitario-centraliza- 
do francés, que es heredado por nume- 
rosas naciones +?ntre ellas Ch&-, es 
objeto de importantes transformaciones, 
destinadas a posibilitar una mayor des- 
centmlizaci6n en el campo económico, 
administrativo y politice. 

El Estado español hasta 1978 don 
excepción de la corta experiencia de la 
II República, 1931.1931% ha sido un 
fiel ejemplo del modelo centralizado ga- 
lo a que hemos hecho referencia. Sin em- 
bargo, con ocasi6n de la dicta&” de la 
Constitución española de 1978, se da 
inicio a nna nueva förmula esBata que 
no es unitaria ni federal, sino que con- 
serva rasgos de uno y otro modelo. 

El modelo de Estado que sx estrena 
en la Carta Fundamental española de 
1978 adquiere notable interés para Chi- 
le, al menos por dos razones b&ica- 
mente: 

a) Por provenir de una experiencia 
estatal centralizada, en este sentido tan- 
to el modelo español pre 1978 como el 
chileno son hijos del sistema centmliza- 
do-buroclático francés. 

b) Porque en Chile se está dando, 
con particularidades obvias, un proceso 
de transición, de un réginxn autoritario- 
militar a uno democr&tico, de caticter 
pactado. Situación que ya ha sido vivi- 
da por la nación española con indubi- 
tado éxito. 

Además es precisa aclarar que a la 
hora de construir un modelo de signo 
descentralizado en el nivel administrativo 
LUIIIO político es renester prescindir de 
la denominación del tipo estatal; más 
bien el acento hay que ponerlo en la 
funcionalidad y operatividad del sistema, 
cuestión que debe expresarse de mane- 
ra realista y por sobre todo eficientemen- 
te, a ha& de reglas claras y ordenadas. 

Por último, fundamental ha sido la 
labor desempeñada por el TribunalCons- 
titucional español -intérprete supremo 
de la Constitución- en orden a construir 
una doctrina del sistema autonómico: 
“Este Tribunal (Constitucional), en 
cuanto intérprete supremo de la Consti- 
tución, ha precisado diversos aspectos 
concernientes principales al derecho a 
la autonomía, al proceso autonómico y a 
la delimitación competencial” (F.J. 3 
STC 100/19E4). 

1. IDEAS PREvI*s 

Al comenzar es preciso seíkdar que el 
proceso de descentmlización estatal ini- 
ciado en España estuvo p&cedido de 
dos hechos fundamentales. 

En primer lugar había conciencia ge- 
neralizada de que una vez fallecido el 
general Franca y recuperada la demo- 
cracia en Ewña, el siguiente paso era 
demoler el mcxklo de organización cen- 
tralista del Estado que dicho régimen 
había apurado hasta sus últimas conse- 
cuencias 1. 

1 Sobre los primeros pasos del pro- 
ceso auto”6mico español, véase C,%Fzía 
Fni~~.úaxz, J. “Crónica de la desea- 
tralizacibn”, Revista de Estudios Polki- 
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El segundo es el acuerdo en los trata- 
distas de que las implicaciones polkicas 
e históricas del país Vasco y Cataluña sir- 
vieron de detonante en la construtión 
del nuevo modelo: 

“El impulso fundamental para la 
transformación de la estructura cen- 
tralista estatal ha provenido de las 
comunidades históricas vuscas y 
catalanas” 2, 

Sin embargo esta última afirmación es 
una verdad que ~610 es a medias, ya que 
la demanda de descentralización politica 
y administrativa no obedecer& exclusi- 
vamente a razones producidas por la 
cuestión nacionalista de algunas regio- 
nes, sino que mis bien seti asumida por 
grandes y diversos sectores de la socie- 
dad civil que veti en este proceso re- 
gionalizador una respuesta a imposterga- 
bles problemas que se venían acumulan- 
do como producto de la vetusta estruc- 
tura estatal ce*tdista. 

En este sentido -siguiendo la expe- 
riencia ya iniciada en Europa- la des- 
centrafizaci6n es asumida desde una bp- 
tica funcional y operativa, y los moövos 
que determinar¿n su aplicación durante 
estas últimas d&cadas esta* dirigidos a 
resolver cuestiones como: a) la ordena- 
ción del territorio que permita la plani- 
ficación de las infraestructuras globales; 
b) LOS usos genkricos del espacio y la 
protecci6n de la naturaleza; c) forentar 
una política econ6mim de desan’o~o re- 
gional, y d) por último, dar efectiva res- 
puesta a la crisis de las técnicas bmo- 
cr&ticas que conlleva un sistema adminis 

trativo fuerterente centTalizado 3. 

cos; este trabajo ha sido fraccionado y 
est8 contenido en los números 17, 18 y 
19. 

2 Somzka ECXAVAP.&. “Sobre el 
modelo de organización territoxial del 
Estado según la Constituci6n de 1978”. 
Revista de Derecho Polltico, núm. 13, 
F’rímavera de 198% Madrid, pp. 53-74. 

3 Cmci~ DE ENTE&&, E. “Estu- 
dios sobre Autonomías Territoriales” 
vitas 1985 Madrid, en I‘ 

I > El nuevo ,zi 
nalismo y sus fundamentos”, pp. 45 y SS. 

A estas ra.zones habría que añadir el 
indubitable interés de la sociedad espa- 
ñola de profundizar, a trav6s de mecanis- 
mos idóneos, en una mayor participación 
polkica en los niveles nacionales, regi* 
nales, y locales. Pero veamos qué tipo 
de Estado es el que se consagra en la 
norma constitucional de 1978. 

El modelo que establece la Constitu- 
cibn española de 1978 no define explí- 
citamente la estructura territorial del Es- 
tado español. Dentro de las fórmulas co- 
nocidas hasta entonces -Estado unitario, 
federal y regionnl- el modelo elaborado 
por los constituyentes espaìloles de la 
Constitución de lã78 no encuenti una 
identificación precisa. 

Como un dato de muestra de lo an- 
teriormente mencionado, se encuentran 
los innumerables escritos que trataron 
de catalogar al modelo de Estado esta- 
blecido en las normas constihxionales4. 
Eso sí que en lo que habia unanimidad 
de criterio era que el modelo consittu- 
cional consagrado no correspondía al de 
un Estado unitario centralizado. Dentro 
de las interpretaciones diversas, al prin- 
cipio hubo gran aceptación en catalogar- 
lo como una fórmula mixta: 

“La forma de Estado establecida en 
la Constitucibn espafiola presenta 
rasgos mixtos que comparte con el 
Estado unitario y el Estado federal; 
pero a la vez tiene perfiles jddi- 

4 Podemos indicar al menos las si- 
guientes denominaciones: Estado auto- 
nómico, Estado de las Comunidades Au- 
tónomas, Estado unitario-regional, Estado 
federo-regional, Estado compuesto, Esta- 
do regional, Estado de estructura com- 
pleja. V&se LJ%Z Ro+ Estado y 
Comunidades Autónomas. Publicaciones 
Abello, Madrid, 19S4, p. 24 y SS. h,JFX- 
DIO E IRUFIE, I.M. “El modelo autc- 
nómico de la Constitución de 1978”, en 
Primeras Jornadas de Estudio del Estatu- 
to del Pais Vasco, Oñati, 1983, pp. 68-89. 
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CDS que le caracteriza” hasta cierto 
punto -aunque quizá no hasta el 
grado de justificar la acuóació” de 
una nueva categoría para definirlo- 
y que so” más pr6xinms al Estado 
regional” 6. 

Por otra parte, hay quienes se resis- 
ten a buscarle una definición ripida al 
Estado español y dejan abierta la posi- 
bilidad de que kste se convierta en uno 
u otro modelo. La razón de esta tesis 
-que por lo demás es acertada- radica 
en que la n0rma constitucional más que 
establecer una denominación de Estado 
ha dispuesto la presencia de principios 
donde se asienta el nuevo modelo; Bstos 
so”: el de voluntariedad y el de auto- 
disposición. Un autor, al respecto, T. R. 
Fernández, señala lo siguiente: 

“De los principios de voluntariedad 
y autodisposición tanto se podía sa- 
lir co” un Estado unitario clásico, 
con las tres excepciw~es repetidas 
(Cataluña, el País Vasco y Galicia), 

si nadie se decidía a seguir idbntico 
camino, como u” Estado regional 0 
cuasifederal si, por el contrario, te 
dos convenía” en seguir los pasos 
vascos y catalarles”~. 

En este sentido se expresa tambi6” el 
Tribunal Constitucional al declarar en 
la STC 32/81 F.J. 3; JC II, 234, que la 
Constitución “0 contiene. 0 impone una 
estructura territorial del Estado, sino 
que nás bien &a 

“prefigura una distribución territo- 
rial del poder político”. 

El Tribunal refleja la posición de la 
Constitucib” respecto del extierno en el 
que la misma, si” ser neutral, tampoco 
se definía nitidamente. 

Hay autores como hlmioz Macha- 
do que simplemente 5e resisten a en- 
cudrar e” algún molde conocido al mo- 
delo español, “0 porque sea incataloga- 

5 SOL~ÁBAL E~vA&A. “Sobre el 
modelo de ob. cit., p. 55. 

* FERNhm Fto~nícvn, T.R. “El Es 
tado de las Autonomias. ob. cit., p. 69. 

ble, ni “por carencia de planteamientos 
o (que sea) fruto del cwsenso”, si”0 
que simplemente 

“no es hoy una cuesti6” que revis- 
ta la trascendencia de otro tiem- 
po” 7. 

Ante la disparidad de posiciones y 
criterios incluso hay algún autor -CRUZ 
Villaló”- que en un original y profu”- 
do artículo previene de la posible “des- 
constit”cionalizaci6n de la forma de ES- 
tado” 8. 

En este tema, co”10 ya hemos adekn- 
tado, de gran trascendencia ha sido el 
papel del Tribunal Constitucional quien, 
en su labor de intérprete supremo de la 
Co”stit”ció” -Art. 1 de la Ley Orgti- 
ca del Tribunal Constitucional (LOTC)-, 
en sendas sentencias ha ido consb-uyen- 
do una doctri”a sobre el modelo de Es- 
tado español. En este sentido en una 
de ellas comienza -es una de las pri”w 
ras- delimitando el tkrmino Estado, al 
señalar que kste 

“es objeto en el texto contitwional 
de una utilizacibn clararcente anfi- 
b&gica. En ocasiones. el t&mi- 
no Estado designa la totalidad de 
Ia orga&ació” jurídico-politica 
y en otras se entiende ~610 el con- 
junto de las instituciones generales 
0 centrales y su 6rganos paiféri- 
CM. .” 
(STC 32/1981, F.J. 5) 

7 MuÑa Maca.u>o, S. “Derecho Pú- 
blico” ob. cit., p. 154. 

8 CRIIZ VrLLAu5N, P. “La estructura 
del Estado 0 la curiosidad del jurista 
pe*Sá’, en Revista de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Complutense 
de Madrid, edici6” mo”og&ca “Gm. 4, 
1982, p. 53 y ST. El autor después de un 
minucioso &isis lkga a coficluir que la 
Constitución de 1978 ha operado -a 
través de la aplicación del principio dis- 
positivo- una desco”stituciooaliaci6n de 
la estruchna del Estado. Una respuesta 
contraria a Ial análisis la encontramos en 
la brillante exposición de GARUA “E EN- 
d en: “Eshdios Sobre Autonomias 
Territoriales”, pp. 107-111. 
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Hecha esta fundamental precisión, más 
adelante este mismo Tribunal realizará 
un notable avance en la consh.uc&n de 
la doctrina autonómica, al decir que la 
Gonstitución no sblo “prefigura una dis- 
tribución del poder politice”, sino que 
además se referirá a 

“la forma territorial del Estado que 
se implanta en la Constitución”. 
(S-TC lW1982, F.J. 14). 

más adelante, ya avanzado el proceso 
autonómica y nutrido de una poderosa 
producci6n doctrinal, el mkimo Tribu- 
nal califbrá de diversas formas el mo- 
delo de estructura territorial del Estado 
español y asi le llamará: “Estado Auto- 
nómico”, “Estado de Autonomias Terri- 
toriala” o “Estados de las Comunidades 
Autónomas”: 

“El régimen autonómico se caracte- 
riza por un equilibrio entre la hc+ 
mogeneidad y diversidad del status 
judico público de las entidades te- 
rritoriales que la integran” y añade 
que la pluralidad y la capacidad de 
nutogobiemo son “notas que carac- 
terizan al Estado de las autonomías” 
(STC 76/1983, sobre la LOAPA, 
F.]. 2). En otra Sentencia el Tri- 
b-1 wíala: “La raíz misma drl 
Estado autonómico postula la nece- 
saria articulación entre unidad y 
diversidad”. (STC lCW1984, F.J. 
3, de 8 de noviembre de 1984, so- 
bre la incorporaci6n de Segovia 3 
la Comunidad Autónoma de Casti- 
lla-León). (Véase tambi8n 15/1988 
F.J. 4, de 10 de febrero) 

b) El Estado Aidonómico. Tipo de 
Lcmdo CompuEsto 

También el Tribunal Constitucional ha 
utilizado, al momento de en:plear un 
t&mino denominativo del Estado Espa- 
ñol, la expresión de “Estado Compues- 
to”, “institución compleja” y de “estmc- 
tua. plural”, denominaciones que pre- 
tenden recalcar que: la estructura terri- 
torial del Estado que establece la actual 
Consötuci6n designa un modelo que no 
es unitario, pues consagra la autonomía 

de algunos entes territoriales y tiene una 
pluralidad de ordenamientos. 

Las Sentencias que más ilustran el 
empleo por el Tribunal Constitucional 
del adjetivo “compuesto” a la hora de 
buscar una denominación a la estructu- 
ra territorial estatal son las siguientes: 

“El precepto transcrito (art. 137 
de la C.E.) * refleja una cmcep- 
ción amplia y compleja del Estado 
compuesto por una pluralidad de 
organizaciones de carácter tenitw 
rial dotadas de autonomía” (STC 
4/1981 F.J. 3). Tambi6n señala 
que el modelo español tiene pecu- 
liaridades “propias de UD Estado de 
estructura plural” (STC 148/1986 
F.J. 3); pero más explícito es esta 
otra Sentencia: “Al consa@ar ésta 
(la Constitución espaiiola) como 
fundamento, de una parte, el prin- 
Lipio de unidad indisoluble de la 
nación española y, de la otra, el de- 
recho a la autonomía de las nacio- 
nalidades y repiones que la integran, 
determinan implícitamente 11 forma 
‘compuesta del Estado’ eu CD.!- 
gruencia con la cual han de inter- 
pretarse todos los preceptos wnsti- 
tucionales”. (STC 35/82 F.J. 2; 
véase también STC 1/82 F.J. 1; 
29/86 F.J. 4). 

En cuanto B la definici6n de un Es- 
tado compuesto, no es fkil tarea. Es 
precisa tignificar que la expresión de 
“Estado Compuesto” antiguanxnte se 
utilizaba para distinguir: Uniones Perso- 
nales, Uniones Reales y las Confedera- 
ciones (García Pelayo) Q. A estas altu- 
ras del siglo XX estas formas de organi- 
zaci6n estatal son pticticamente inexis- 
tentes (k Hamiou las denomina “formas 
arcaicas de Estados Compuestos”) Io. Sin 

* Este artículo señala: “El Estado se 
organiza territorialmente en nxnicipios, 
en provincias y en las Comunidades Au- 
tónomas que se constituyan. Todas estas 
entidades gozan de autonomía para la 
gestión de sus respectivos intereses”. 

Q Gmcú PEZAYO, M. “Derecho Cons- 
titucional Comparado”. Alianza Editorial, 
Madrid, 1984, p. 209 y ss. 

10 Hmmou, A. Este autor denomina- 
ba como Estado Compuesto a los siguien- 
tes modelos: Uni6n Personal, Unión 
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embargo en la actualidad la expresi6”, 
de acuerdo a su origen semántico y el 
contexto en que es uälimdo por los di- 
versos autores (García de Enterria, To- 
más y Valiente, García Pelayo, E. Aja, 
Alberti e”tre los españoles, y A. Hau- 
riou, Gizzi, Stern, Bitter entre los ex- 
tranjeros) 11, se podria inferir que es: 
aquel que engloba en los limites de su 
territorio entidades territoriales que go- 
zan de una autonomía y administración 
propia derivada directamente de la 
Constituci6” del Estado. Pero además de 
las entidades territoriales existe un po- 
der central cuyas competencias el Estado 
tiene repartidas entre las entidades que 
ejercen SUS competencias en todo el te- 
rritorio. Es en este sentido tambiB”cua”- 
do se utiliza la expresión de “Estado plu- 
ral”; Giannini señala: 

“Los Estados federales y los regio- 
nales consiste” en que ambos son 
clasificables dentro del plumlis- 
1110” 12. 

Como deciamos más arriba, el Tribu- 
nal Constitucional tambik” utiliza el t&- 
mino “pluraP’ 0 “compuesto” indistinla- 
mente en una Sentencia sobre reconver- 
si6n y reindushialización en Galicia, don- 
de se señala que “la exigencia que el 

Real, la Confederacib” y el Estado Fe- 
deral. Derecho Constitucional e Institu- 
ciones Pollticas. Editorial Ariel, ~arcelw 
na, 1Q80, p. 184 y SS. 

11 Como veremos en las notas, la de- 
nominaciln de Estado Compuesto en Es- 
paEa es utilizada por diversos autores, 
entre ellos: GARCIA DE I!kmmfa y FER- 
drmn Ro~nfcmz, T.R., Curso de Dere- 
cho Administrativo, Vol. I., cuarta edi- 
ci~iC;“s, Madrid, 1988, p. 280. 

-, F. ‘Tnfornx del Tri- 
bunal Constitucional español en: Tribu- 
nales Constitucionales Europeos” ob. 
cit., p, 173; AJA E., TORNOS, J., FONT, 
T., Px”=, J, M. y hmm, E., en: 
“El Sistema Jurídico de las Comunida- 
des A&nomas”, Tecnos, Madrid, 1985. 

12 Gmm MASSIMO, S. LS Regic- 
nes en Italia”. Cuadernos Civitas. Traduc- 
ción de Codina J. R. y Soriano J. E., Ma- 
drid, 1984, p, 14. 

orden económico nacional sea uno en t* 
do el bmbito de Estado es imperioso en 
una” 

“estructura interna no uniforme, ti- 
no plural o compuesta” (STC 29/ 
1986 del W de febrero). 

Lo interesante de la expresión “com- 
puesto” 0 “plmaY “os sirve para incluir 
en él los Estados Federales clásicos, el 
Estado Regional, el Estado autonómico, 
e incluso una fórmula de Estado que se 
denomine unitario, pero que esté cgnifi- 
cativamente descentralizado y en donde 
haya una pluralidad de ordenamientos, 
caos de BBlgica y Portugal=. Quizá el 
de mayor interks lo constituya la signi- 
ficativa experiencia que ha comenzado 
a echarse a andar en el psis símbolo y 

l3 El art. 6 de la Constitución de Por- 
tugal de 1976 convierte a las islas “AZ* 
res y a las Madeira en regiones autó- 
“ornas, dotadas de Estatutos políticwad- 
tiistrativos y de órganos de Gobierno 
propio. Portugal, y de acuerdo co” usa 
dcetrka iuspublicista más correcta, es 
un Estado unitariwregional (a pesar de 
que esta designación no está expresarce”- 
te consagrada en la letra constitucional)“; 
esta cita está tomada de MIRANDA, J. en 
“A lei Regional No Direito Portugués Da 
Descentraliza~áo”. Ponencia escrita (mi- 
meografiada) presentada en el IV con- 
greso Iberoamericano de Derecho Cons- 
titucional celebrad” en Madria, octubre 
de 1988. En Gran Bretaña los naciona- 
lismos de Gales y Escocia, al finalizar la 
década del sesenta y comienzo de la dé- 
cada del setenta, provocaron, en gran 
medida, la elaboraci6” de las leyes “de- 
volution” a dichas regiones; lamentable- 
mente al ser sometidas a referéndum no 
fueron aprobadas, abortando asi un in- 
teresante proceso de descentralización. En 
Bélgica es de destacar la revisión cons- 
titucional de 1970, que por motivos cul- 
turales divide el territorio en cuaho re- 
giones, la de lengua francesa, la de le”- 
gua holandesa, la regibn bilingüe de Br”- 
selas y la regi6n de lengua alemana; 
también se descentraliza administrativa- 
mente el territorio belga en tres regiones 
(art. 107), flamenca, valona y bruse- 
le”.%. 
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cuna del centralismo, me refiero al Es- 
tado franc6.s. Este último por Ley 82/214 
del 2 de rzxuw de 1982 da comienzo a 
un proceso descentralizador político y 
admi”istrativ0 en las comunas, departa- 
mentos y regiones. 

3. E’m~m~os &ICOS DEL EST.KG 
AWIQN~MICO ESPAÑOL 

a) Idear predas 

La f6r”mla contemplada en la nornla 
constitucional no defioe de manera rigi- 
da el tipo de Estado, de modo que no 
estableoe un diseño acabado de la “ue- 
YB “rga”izació” políiica hacia la que se 
encamina, pero, en cambio, si &ablece 
algunas reglas y principios por los cm+ 
les se ir& construyendo una detexninada 
forma de Estado. En este sentido el Tri- 
bual Constitucional en las primeras 
sentencias no se definió par un modelo 
determinado, sino que solamente se limi- 
t6 a explicitar que “. La Constitución 
prefigura una distribucibn territorial del 
poder politice...” (STC 32/1981 F.J. 3). 

Con posterioridad en el tiempo en 
ohas Sentencias el Tribunal Constitucio- 
“al ya no prefigwarl stio que estable- 
cerá un determinado modelo de Estado, 
el Auto”6micq como hemos visto más 
atrás. (SE 18/82, F.J. 14). 

En lo que si la doctrina tiene una in- 
terpretacibn comúnmente aceptada es 
que la Constitución española de 1978 
habría decidido una radical transfomxa- 
ció” del modelo de Estado en el que ha 
vivido la sociedad española durante cer- 
ca de dos centurias. 

Históricamente la formukión del Es- 
tado Español se ha ido desarrollando en 
tomo a dos principios que se ha” pan- 
tenido en pamanente tensión -unidad y 
autonomia-. Esta realidad histórica, 6t- 
nica y sociológica estati‘presente en el 
debate cowtituyente 11; concretamente el 
arth.lo 2 del dtulo preliminar de la 
Cwstituci6” de 1878 es fruto de un co”- 

14 Sobre el debate constituyente se 
pueden cons”ltar las divel?as opiniones 
sobre el tema: por un lado las interven- 
ciones de los representantes “aci”“alistas 
MSCOS, señores Letrunendía (D.S.C., núm, 

senso de los grupos politices y como dirá 
un autor “es el resultado de muchos y 
amplios debates que se iniciaron mucho 
antes de la discusió” de la Constitw 
ció”” l5. Iniciado el proceso de transi- 
ción a la democracia y concretamente lle- 
gada la hora de la constituyente, la ade- 
cuada articulación de la unidad nacio- 
ual con la autono& de Lu nacionallda- 
des y regiones, como medio de conseguir 
una redist?bución del poder a través de 
una nueva estructura del Estado, se con- 
virtió en la preccupaci6” central y co- 
mún de todos los grupos políticos. En 
este sentido co” mucha certeza García 
de Enterría señala que: 

“Nuestro pais (España) se juega 
literalmente su propia subsistencia 
sobre la opción autonomista de la 
Constitución” 16. 

88, 12 de mayo 1878) y Bandres (D. 
S.C., núm. 40, 19 de agosto 1978); este 
último proponia el siguiente precepto: 
“La Constitución se túndamenta en la 
pluralidad del Estado Español la soli- 
daridad entre los pueblos, el derecho a 
la autonomia de las regiones y naciones 
que lo integran y el derecho a la auto- 
determinacib” de estas últimas”. Por otro 
lado, uno de los miembros de la pofien- 
cia constituyente que elaboró el Ante- 
proyecto de Gxutitución, M. Fraga Iri- 
barne, propoaia lo siguiente: “El Estado 
español, uno e inditiible, reconoce y fo- 
menta las aut0*0”& regionales, provin- 
ciales y locales, practica en sus propios 
servicios la más amplia descentralizxi6n 
y tendrá en cuenta en toda su legislación 
los principios de autonomia y descentra- 
lización”, en la Consötució” de 1978 a 
vista ponente, “Documentación Adnli- 
nishativa” “íun. 180, octubre-diciembre 
1978, p. 13. 

l5 C2mz.ú~~ SE~RES, D.S.S., “iun 40, 
19 agosto 1978. 

18 Gmcú DE Emm&, E. “Estudios 
sobre autonomías”. . ob cit. “Estudio 
preliminar de la obra colectiva. ‘La dis- 
trib”ci6n de las competencias económi- 
cas entre el poder central y las auto”+ 
das territoriales en el derecho compa- 
rado y en la Constitución española”‘, p. 
380. 
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Como decíamos, el artículo 2 de la 
Constitución es producto de la síntesis 
de los principios de unidad y autonomía, 
síamis que se lleva a la letm en virtud 
de un laborioso consenso entre los gru- 
pos políticos de entonces. En concreto 
exte precepto selíak: 

“La Constitución se fundamenta eu 
la indisolubk unidad de la nación 
espaliola, patria comím e indivisi- 
ble de todos los españoles, y recc- 
noce y garantiza el derecho a la 
ationur& de las nacionalidades y 
regiones que la integran y la soli- 
daridad entre ellos”. 

Brevemente eshxliaremos uno y otro 
principio en las siguientes páginas. 

La doctrina y el principio de autonomía 

El concepto y significado de la auto- 
nomía no es algo nuevo dentro de la 

doctrina jurldica europea, pero al igual 
que otros conceptos jurídicos no está li- 
bre de ser objeto de numerosns inter- 
pretaciones dependiendo del man-ente 
hist6rico y del lugar en que es utilizado. 
Quizás sean los autores italianos quie- 
nes con mayor erudición han estudiado 
el tkrmino autonomía, entre otros Virga, 
Zanobini Santi Romano, Giatii, Mor- 
tati, Gizzi, Paladin, La Pergola”. Za- 

l’ Véase Vmc.4, “Diritto Costituziona- 
le”, 9ê ed. Giuffrè, Milano, 1979, tam- 
bién del mismo autor La Regione, Giuf- 
frè, Roma, 1948. ZANOBINI, “1 a admi- 
nistmzione locale”, Cedan, Padova, 1935, 
(seconda edizione). Sm ROMANO, La 
voz “autorlomíá’, sacada de Franmenti 
di un Dizionario Giuridicu, Milán, 1047, 
traducción al español. Buenos Aires, 1964. 
GIANNINI, MS. “Autonomía”, en Rivista 
Trimestrals di Diritto Pubblico, 1957, p. 
876 y SS. MIXTATI, Istituzioni de Di- 
ritto Pubblico, II, novena edizione, Ce- 
dan, Padova, 1976, Gaza, “Manuale di 
Diritto Regionale, quinta edizioae, Giu- 
ffrè Editore, Milano, 1986, PALADIN, Di- 
iitto Regionale, Cedan, tersa editio- 
ne, Padova, 1979, LA PERUX~. Federa- 

nobini define a la autonomía corno aqne- 
lla 

“facultad que tienen algunas aso- 
ciaciones de organizarse jurídica- 
mente, de crear un derecho prc- 
pio” Ia. 

Tal derecho no sólo es reconocido por 
el Estado, sino que lo incorpora a su 
propio ordenamiento jurídico y lo decla- 
ra obligatoxio como las demás leyes y 
reglamentos. Otro autor, Santi Romano, 
extiende la autonomía no ~610 a la po- 
testad de las regiones de darse normas, 
sino que además a la potestad de darse 
un ordenamiento jurídico le. 

Para Zanobini la autonomía implica 
ante todo competencias legislativas par 
parte de las entidades regionales, dife- 
renciandola de la autarquia sin más, y 
de la facultad constituyente propia de 
los estados miembros que integran un 
Estado Federal. En este sentido la ex- 
presión autarquía supone para otro au- 
tor italiano, Mortati, 

“el especial poder, conferido sólo a 
entes colectivos, de dictar resolucie 
nes ejecutorias de contenido varif> 
(financieras, disciplinarlas, sanita- 

rias) en correspondencia a divexss 
necesidades y fines a satisfacer y 

lismo y Estado regional: “la tkcnica de 
las autonomías a la luz del Derecho Com- 
parado”, Revista de Política Comparada, 
números 10-11, 1984, p, 191 y SS. SPACNA 
MUSSO, Curso di diritto regionale, se- 
canda edizione, Cedan, Padow, Antonio 
Milani, 1987. En España Fm Ba- 
DÚA hace un interesante análisis compa- 
rativo y diferenciador entre los concep- 
tos de autonomía, autarqulî y otros en 
su obra, El Estado Unitario, el federal 
y el Estado Unitario. Edit. Tecnos, Ma- 
drid, 1978. TambiBn MuÑa MACHAW. 
“Derecho”. ob. cit. p. 167-199. GAR- 
cí.t DE ENTERR~A. “Estudios sobre las 
autonomías”. oh. cit. 

l8 ZANOmNr. “La administrazione lo- 
cale”. . ob cit. (V&ase Fernmdo Badía, 
P. 53). 

18 SANTI ROMANO. La voz “autono- 
mía”. ob. cit. nota 35. 
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susceptibles de hacerse vakr en el 
orden general del Estado co” la 
mima &CZ& (la llamada ejesao- 
riedad) conferida a las resoluciones 
administrativas de este último“ LJ. 

La diferencia co” la autonomía deri- 
varía en que esta última se refiere a la 
potestad normativa que tendría una en- 
tidad determinada, en cambio la autar- 
quia se refiere al ejercicio ejecutivo de 
un ente que se manifiesta u través de 
resoluciones concretas y particulares. 

En este aspecto !.a autarquía es más 
propia de una potestad administrativa 
ejecutiva, de allí que ésta se define co- 
mo una especie de la descentralización 
administrativa. 

La descentralización autárquica supone 
“una traslación de competencias de la 
administración directa a la indirecta del 
estado”21. Y la administración indirecta 
se basa en la existencia de una serie de 
personas juridicas de derecho público 
que realizan actividades administrativas 
para el cumplimiento de fines públicos; 
estas personas de derecho público so” Iu 
que dan lugar a la autarquía. 

TambS” es pertinente fijar las dife- 
rencias de la autonomía co” la potestad 
constituyente propia de los estados miem- 
bros de un Estado Federal. Una de las 
caracteristicas esenciales de la autonomla 
de las regiones y nacionalidades que ga- 
rantiza el ati 2 de la Constitución espa- 
ñola es la carencia de poder constituyen- 
te por parte de las comunidades autóno- 
mas. En este sentido la norma autonómi- 
ca -cuyo marco juridico propio se esta- 
blece en los estat”tos autonómicos: “nor- 
ma institucional b&ica de cada comuni- 
dad autónoma que el Estado reconoce y 
ampara como parte integrante de su or- 
de”amie”tó’ (art. 147, 1 C.E.) es je- 
rtiq”icamente inferior a la norma C”n.7~ 
titucional que emana del poder constitu- 
yente: 

20 Moman. “Istituzioni” ob. cit. 
(sacado de MuÑoz MACHAW, ob. cit), 
Véase también Vxa, La Regions. ob. 
cit. p. 6. 

21 MUÑOZ Maauoo, S. “Derecho pú- 
blico” ob. cit. p&g. 188. 

“Desde el II-omento que los Estatu- 
tos Autonómicos so” normae del Es- 
tado, del legislador estata:, el Gnia, 
poder constituyente que e.tite pue- 
de imponer cualquier línute al le- 
gislador incluso el de ofrecerle nn 
único modelo de Estafo Je Auto- 
nomia” (De Otto) =. 

No hay una autolimitoción del poder 
constituyente de la nació” sino uro siste- 
ma en que la autonomía de Bstas, nace 
de una fuente, la ley del Estado, que 
tiene su origen de modo directo y edu- 

sivo en ese poder constituyente unitario. 
(ea figura recién descrita lleva B De 
Otto a concluir que mediante reforma 
simple de la Ccaxtitución cabe derogar 
o modificar cualquier precepto de cual- 
qtier Estatuto de autonomía). 

Ahora bien, de acuerdo a cierta doc- 
trina italiana (Giannini), una entidad BU- 
tonómica no sólo se limita en su capaci- 
dad legislativa, sino que ésta tiene tam- 
bién la fundamental tarea de dirección 
politica, esto es: “la capacidad que el 
ente autonómico tiene de orientar y di- 
rigir política y administrativamente su 
propia comunidad, de elegir por tanto 
opciones y directrices que puede” ser 
distintas de las adoptadas por 10s órga- 
nos estatales 0 i”clus0 divergentes” 23; 
esta capacidad es denominada por la doc- 
hina como de “dirección politica” (indi- 
rizzo polftico). Esta potestad de gobier- 
no nace del derecho que tienen los ciu- 
dadanos a elegir a sus autoridades lo- 
cales que conformarán el órgano guber- 
namental y legislativo. De esta manera 
el poder de dirección politica de una en- 
tidad autonómica no proviene directt~- 
mente del Estado sino que le viene ati- 
buido por la propia comunidad expresa- 
da en el cuerpo electoral. 

Por último es preciso destacar que la 
potestad autonómica se encuentra lti- 
tada y enmarcada por la Constitución y 
las leyes de base o marcos. Por consi- 
guiente, la autonomía debe entenderse en 
un contexto de unidad constihziofial, en 

-- 
‘a DE m Y PARDO, 1. “Estudios se 

bre Derecho estatal y Aut”n6micó’, Ci- 
vitas, Madrid, 1986, p&g. 36. 

2Q GIL, ob. cit. 
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que lo sustancial es preciwrente que: “os preceptos constitucionales -arts. 2 y 
las garantías del ejercicio de los pode- 137 C.E.-. Es así como en la Senten- 
res en que se sustancian las autonomías cia 4/X181, de 2 de febrero de 1981, 
están prefigwdas en ka Constitución, la relativa B la inconstitucionalidad de de- 
que establece el diseño conforme al cual terminados preceptos de la Legislaci6n 
se reparte” los poderes de dirección po- de Régimen Local, el Alto Tribunal se- 
lítica y sus limitaciones respectivas. ñalaba: 

como en otras nlaterias relativas al 
tema autonómico, el Tribunal Constitu- 
cional ha jugado un rol de prinxra mag- 
nitud a la hora de construir una doctri- 
na interpretativa del principio d-e auto- 
nomía que se establece en los preceptos 
comtitucionales -particuLarmente arts. 2 
y 137 de la Constitución-2’. Así es como 
en la Sentencia que conoce de la Ley 
Orgánica 5/1983 (STC 100/1984), so- 
bre la incorporación de la provincia de 
Segovia a la Comunidad Autónoma de 
Castilla-León, el intérprete supremo de 
la Constitución expresa lo siguiente: 

“La aut0*0nlía es un wncepto jui- 
dico indeterminado que ofrece un 
margen de apreciación muy am- 
plio...” (F.]. 1 b); y “La Consti- 
tución no define quk es autononlh, 
pero.. .” (STC 100/1984, F.J. 3). 

Si” embargo, no obstante la falta de 
definición constitucional -aden;ás que 
no podría ser de otra manera- y el ca- 
rácter vago del principio, mas adelan- 
te, en la misma Sentencia, el mtimo 
Tribunal empieza a desarrollar una im- 
portante labor de delimitacibn del con- 
epto de autonomía y lo hace, precisan- 
do, en primer lugar, que 

“ 

“Este Tribunal, en cuanto intérpre- 
te supremo de la Constiutción (art. 
1 de la LOTC), ha precisado di- 
versos aspectos concernientes princi- 
palmente al derecho a la autonomia, 
al proceso auton6mica y II la deli- 
mitación competencia1 a tmvks de 
WDSIOW sentencias” (F.J. 3). 

.la aukmomía hace referencia. . 
a un poder limitado. En efecto, au- 
tonomía no es soberanía. .” (STC 
4,‘1981, F.J. 3) 26. 

Al comienzo de los trabajos del mki- 
mo Tribunal se notaba una cierta difi- 
cultad en precisar el significado del tkr- 
mino autonomía que acompaííaln algu- 

= El art. 2 de la Constitución espa- 
ñola de 1978 señala: “La Constihlción 
se fundamenta en la indisoluble unidad 
de la Nació” española, patria común e 
indivisible de todos los españoles, y re- 
conoce y garantiza el derecho a la auto- 
nomia de las nacionalidades y regiones 
que la integran y la solidaridad entre to- 
das ella5’. El art. 137 de la Constitución 
señala: “El Estado se organiza territc- 
rialmente en municipios, en provincias y 
e” Ias Comunidades Aut6nomas que se 
constituya”. Todas estas entidades goza” 
de autonomía para la gestión de s”sres- 
pectivos intereses”. 

Esta misma idea el Tribunal Co”sti- 
tucional la repetirá en otras Sentencias, 
donde pondti de manifiesto que, aun 
cuando no defina la eshuctma territorial 
del Estado, si “la Constitución prefigu- 
ra una distribución vertical del poder 
público”, donde las entidades territoria- 
les gozaran de diversos niveles: “. .el 
Estado titular de la soberanía”. ., las 
Corcunidades Autónomas se caracteriza- 
rk por su “auto”omía política”, y los 
&funicipios y las Provincias estarán do- 
tadas ~610 de “autonomía administrati- 
va”. (STC 32/19Sl, F.J. 3). 

Otro extremo que plantea el Tribunal 
en esta misma Sentencia es el relativo 
a que el concepto de autonomía “o se 
contrapone al de unidad, el otro princi- 
pio pilar del ordenamiento autonómico. 

z Aun cuando la Sentencia del Tri- 
bunal Constitucional hace referencia a 
la autonomía de los municipios y provin- 
cias, para objeto de este &lisis tiene 
plena aplicación. 
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La sentenci2. 25/1981 ya expresaba 

que “el derecho a la autonomía se da 
sobre la base de la unidad nacional” 
(F.J. 3), pero en una Resolucibn inme- 
diatamente posterior, el mátio Tribu- 
nal lo aclara de manera definitiva: 

Y . .en ningún caso el principio de 
autonomía puede oponerse al de 
unidad, sino que es precisamente 
den&o de éste donde alcanza su 
verdadero sentido, como expresa el 
art. 2 de la Constitución” (STC 
32/1981, F.J. 3) (esta idea se rei- 
terará en otras Sentencias, entre 
otras, SSE 76/1983, F.J. 2; 271 
1987, aunque en esta última se re- 
ferirá a la autonomla provincial; 
52/1988, F.J. 3). 

La autonomla política de que gozan 
las Comunidades Autónomas -no así los 
casos de los Municipios y Provincias se- 
gún el art. 137 de la Constitución-, al 
decir del Tribunal Constitucional, posi- 
bilita la existencia de una pluralidad 
de ordenamientos. Como veíanws ante- 
riormente, esta configuracibn es una cues- 
tión consustancial al carkter mismo de 
las autonomias -que define el nwdelo 
del Estado- desde el momento que este 
concepto implica para la entidad terri- 
torial que la detenta la capacidad para 
producir normas -partiendo por y sien- 
do la más importante el propio Estatuto 
Autonómico, “norma institucional básica 
de las Comunidades Autónomas”, al de- 
cir del propio Tribunal Constitucional 
(STC 18/198& 99/1988)- de manera 
tal que tiene la facultad de “crear dere- 
cho” según un autor italiano citado mas 
arriba, Zanobini =‘: 

II .la existencia de Entidades con 
autonomía poutica, corno son las 
Comunidades Aut6nomas, supone 
necesariamente una diversidad de 
regirnenes jddicos” (STC 88/1986, 
19 de julio, F.J. 6). 

Por último la idea de autononía eshx- 
rá ínttmamente ligada al hecho de la di- 
versidad -de las nacionalidades y regiw 

“B VBase nota 18. 

“es que acompaña la estructura estatal 
del territorio español, pues sin la diver- 
sidad no existiría verdadera pluralidad y 
capacidad de autogobierno, característi- 
cas peculiares del Estado compuesto es- 
pañol. 

Entre las múltiples Sentencias que se 
ocupan del hecho diferencial merece 
una especial dedicación la STC 76/1983, 
de 5 de agosto, donde se promueve re- 
curso previo de inconstitucionalidad en 
contra del texto definitivo del proyecto 
de Ley Orgánica de Armonización del 
Preceso Autonómico (LOAPA) -la que 
en mi parecer, de manera certera, pre- 
tendía en algunos de sus extremos, defi- 
nir de manera homogénea algunas ex- 
presiones establecidas en el texto cons- 
titucional y que atañen al tera autonb 
mico-~; en concreto ésta señalaba lo 
siguiente: 

“Si régimen autonómicc se caracte- 
riza por un equilibrio entre la ho- 
mogoneidad y diversidad del status 
jurídico público de las entidades te- 
rritoriales que lo integran, sin la 
primera no habr& unidad ni integra- 
ción; sin la segunda no existirá ver- 
dadera pluralidad ni capacidad de 
autogobierno” (STC W1983, F.J. 
2); reiterando esta idea en La Sen- 
tencia 9!3/1986, de ll de julio, so- 
bre el asunto de ‘Treviño”, señala 
que “... la diversidad es consusta:~- 
cial a la actual configuraci6n del 
Estado español. :’ (F.J. 9). Tam 
bikn en SSTC 125/X384; 15/1988; 
la 53/1988 habla de “heterogenei- 
dad”. 

27 Sobre la Ley Orgánica de Anroni- 
zación del Proceso Auton6mico (LOA- 
PA) véase, L~curru Vu, J., “Escritos 
sobre autonomías territoriales”. Taos, 
Madrid, 1984, p. 93 y ss. “Sobre la 
Sentencia del Tribunal Constitucional” 
STC 76/1983, de 5 de agosto, que de- 
claró parte de la LOAPA inconstitucio- 
nal, véase: Gmch DE l!hmd& E. “Es- 
tudios sobre ” ob. cit., pág. 463; so- 
bre un aspecto más específico de esta 
Sentencia vkase, Tomws hk: “La cláu- 
sula de prevalen& y el art. 4 de la LOA- 
PA, REDA, núm. 37, 1983, p. 185 y SS. 
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Ligado a lo anterior se encuentra el 
principio dispositivo que contempla la 
Constitución en favor de las nacionalida- 
des y regiones que deseaban acceder a 
la autonomía. Es así como en la Senten- 
cia 16/1984 de 6 de febrero, sobre la 
Ley Orgánica del Régimen de Amejom- 
miento del Fuero de Navarra (Lorafna), 
el máximo Tribunal precisarll que el 
acceso a la autonomía esta regulado en 
la Carta Fundamental B tmvés de unos 
principios dispositivos que tienen In re- 
levante misión de que por su mediación 

“ .el r&imen autonómico se ade- 
cue en cada caso a las peculiatida- 
des y caracteristicas de.. regiones 
y nacionalidades.” (STC 16/1984, 
F.J. 2). 

Esta idea el Tribunal la expresar8. en 
STC 37/1987 donde se reiterar& que 
“La autonomia significa precisanente la 
capacidad de coda nacionalidad o región 
para decidir cuándo y cómo ejercer sus 
propias competencias en el marco de la 
Constitución y el Estatuto”. 

Como decíamos con anterioridad el 
principio de autonomía que contempla 
la Constitución para unos determinados 
entes territoriales está íntimnmente uni- 
do a otro principio, cual es, según el 
texto constitucional, en su artículo 2, la 
“indisoluble unidad de la Kación Espa- 
ñola”. En el próximo apartado estudia- 
remos la significxión del concepto de 
unidad en el ordenamiento “compuesto” 
0 “plural” que consagra el texto cons- 
titucional español. 

Como hemos advertido el art. 2 de la 
Constituci6n española establece una se- 
rie de contmpesos y equilibrios que per- 
miten garantizar al mismo tiempo la uni- 
dad y diversidad del Estado español. 

Para algún autor la significacibn cons- 
titucional de la unidad se proyecta en 
tres niveles: 

a) La unidad no es ~610 un contra- 
punto con la autonomía sino que es el 
punto de partida necesario para la exis- 
tencia de la segunda. 

b) Es un límite para la configuraci6n 
y actuación de las Comunidades Autó- 
“IXXU. 

c) Es la fundamentación última de 
los poderes y atribuciones que el Estado 
ostenta aS. 

c) Principio de unidad. Punto de 
partida de las atimombî 

En cuanto a que la unidad es el pun- 
to de partida necesario para la existen- 
cia de la autonomia, se entiende en la 
medida que Bsta se enmarca dentro de 
un ordenamiento más general que la 
comprende; este marco superior es la 
propia Constitucibn (art. 147. 1). En Ia 
Sentencia del Tribunal Constitucional 
4/1981 de 2 de febrero de 1981, que ytx 
hemos citado y que volvemos a citar por 
lo expresiva y clarificadora, se señala 10 
siguiente: 

“LE autonomia hace referencia a 
un poder limitado.. ., autonomía no 
es soberanía. , en nirqím caso el 
principio autonomía puede oponer- 
se al de unidad sino que es precisa- 
mente dentro de éste donde alcan- 
za el verdadero sentido” (fj. 1 b). 

En este sentido el principio de uni- 
dad tiene una dimensión más amplia 
-no más preponderante desde un punto 
de vista jerkrqtic+ que el principio de 
autonomla; esto se expresa, al menos, en 
dos elementos: el primero, a nivel terri- 
torial, la unidad como manifestación del 
Estado, en el sentido de una institución 
que abarca todo el territorio nacionaL 
“Esta unidad se traduce asi en una or- 
ganización -el Estad+ para todo el te- 
rritorio nacional” (STC 4/1981, F.J. 3); 
por otra parte, segundo elemento, la uni- 
dad también invoca la idea de “unidad 
de la nación española”, cuyos poderes 
emanan del pueblo español. Nuevamen- 
te la STC 4/1981 es meridianamentecla- 
ra en estos conceptos: 

23 Mh hla-. S. “Derecho Pú- 
blico”. ob. cit. p. 200. 47. IìE CWIU 
Y P-, 1. “Estudios sobre derecho, .” 
ob. cit. pág. 108. 
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“La Constitución (articulos 1 y 2) 
parte de la unidad de la nacib” es- 
pañola, que se constituye en Esta- 
do social y democr&ico de Derecho, 
cuyos poderes emana” del puehlo 
español, en el que reside h aohern- 
da nacional” (F.J. 3) ‘B. 

c’) La unidad del Estado español 
también configura un límite a la auto”* 
mia de las comunidades territoriaks; 
estos límites están establecidos en la 
Constitución, al convertir las exigencias 
unitarias del sistema en reglas limitativas 
de los poderes autonómicos de contenidos 
más cmcretos (el interés respectivo de 
cada Canunidad Autónoma frente al 
interis general, las condiciones de igual- 
dad (art. 149.1.19 CE.), la libertad de 
circulación, el principio de la “unidad 
de mercado”, doctrina asentada por el 
Tribunal Constituciond, etc. (artic&X 
137 a 139). 

El principio de unidad del Estado que 
consagra la Constituciún también se ve 
reflejado en el reparto de poderes que 
el ordena”liento reserva a 6ste para que 
el sistema político entero y en su mnju”to 
puedan funcionar en clave de unidad. 
De esta forma se previene ante situa- 
ciones no queridas por nadie destinadas 
a fragmentar el territorio nacional. 

Entre los criterios 0 elementos que el 
Estado se reserva para dar cumplimiento 
a su objetivo unificador se encuentra el 
“interés geneml”. Las etigencias del 
principio de unidad, en cuanto concierne 
a los poderes que en todo caso dehe 
ostentar el Estado, se concretan de co”- 
fonnidad co” los intereses generales que 
sun el punto de referencia constitucional 
para concretar el contenido y alcance de 
aquellos poderes. 

28 El capítulo Iv de la Segunda Par- 
te está dedicado íntegramente al tema 
de la comparticib” competencial: legis- 
lación básica del Estado y legislación de 
de.wmllo de las Comunidades Autbno- 
mas. 

Además, el principio de unidad tiene 
por efecto que la Constituci6” quede 
frente n los poderes del Estado en una 
pakió” de supremacía; esta situación se 
verá reflejada en diversos preceptos que 
dispone la Constitución. Por un lado, la 
Norma Fundamental es la que garantiza 
la autonomía de que gozan las comuni- 
dada; es ella la que dispone los órganos 
gubernamentales y la potestad legislativn 
de las Comunidades Autónomas: 

.a las Comunidades Autónw 
mas.. la Constitucibn otorga un 
‘status pmpio’ y atribuye potencial- 
mente la asunción de un elenco de 
competencias. .” (STC lW1988, 
F.J. 3, de 26 de abril sobre teni- 
torios forales). 

Cuando las reglas estatales enhxn en 

colisión ca” las normas autonómicas, la 
Constitución ha establecido que dichas 
normas del Estado prwalecen ordinaria- 
mente sobre las de las Comunidades Au- 
tónomas; excepción a esta regla se prc+ 
duce cuando la competencia de la Co- 
munidad Autónoma es exclusiva (art. 
140. 3). 140. 3). 

El Derecho del Estado se aplica como El Derecho del Estado se aplica como 
supletorio del derecho de las Comunida- supletorio del derecho de las Comunida- 
des Autó”onxis. des Autó”onxis. 

f) Ptirlcfpios, “0rma.s e inst4tuciont?s. 
Garantíar de unidnd 

Además de lo dicho, es pertinente se- 
ñalar, aunque lo hemos visto de manera 
colateral, el hecho de que la Carta Fun- 
damental contiene una serie de principios 
-entre ellos los que hemos visto-, “or- 
mas e instituciones que está” destinados 
a dar fiel garantía al cumplimiento del 
pticipio de la unidad que establece el 
art. 2 de la Constitución española. En 
este sentido SB n~~~ifiesta el jurista F. 
Tomás Valiente: 

“En la Caetituci6n hay principios, 
nom~as e instituciones que tienden a 
garantizar el momento unitario de 
la integracibn” 50. 

so Tetis Y VALIENTE. “Tribunal Cons- 
titucional”. ob. cit. p, 138-139. 
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Dentro de los principios que se des- 
tacan en el texto constitucional estarla”: 
la unidad del ordenamiento jurldico y, en 
61, la primacía de la Constitución como 
norma suprema del Estado. La STC 32/ 
81 señala: 

,‘ 
.la Constituci6” es la norma su- 

prema del Estado como totalidad y 
que en consecuencia sus principlob 
obligan por igual a todas !as orga- 
nizaciones que forman parte de es;, 
totalidad”, y en la STC 18/1982 se 
reconoce “El principio de suprenla- 
cta de la Constitución sobre el re+ 
to del ordenamiento jurídico, del 
que los Estatutos forma” parte co- 
rno norma institucional básica de la 
Comunidad Autó”mna que el Es- 
tado reconoce y ampara como par- 
te integrante de su ordenamiento 
jurídico. ” 

Por úlämo, hay instituciones que pre- 
servan la unidad de España +ntre otros, 
tales como las Cortes Generales (arts. 66 
y SS.), el Senado (art. 69), el principio 
de unidad jurisdiccional del Poder Judi- 
cial (art. 117), el Tribunal Constitucio- 
nal que “tiene jurisdiccib” en todo el 
territmio español” (art. lf31.1), la fi- 
gura del Rey y IR Corona en el ordena- 
miento Constitucional-. Por lo extenso 
que seria tratar cada una de estas insä- 
tuciones, analizaremos brevemente sólo 
la figura del Rey y la Corona; al respec- 
to, podriamos decir que el &y es sím- 
bolo de unidad y pern~anencia del 
Eado, de aU que su título es de ley 
de España. El artículo 56.1 señala: “El 
Rey es el Jefe del Estado; sírrbolo de 
su unidad y pemxmencia, arbitra y mo- 
dera el ftmcionamiento regular de las 
instituciones.. .“. Además que simboliza 
igualmente al Estado español, único e 
indivisible, en relación co” las Comuni- 
dades Autónomas, cuyos derechos ha de 
respetar el Rey (artículo 61.1). 

El Tribunal Constihmional 14a tenido 
oportunidad de pronunciarse sobre la fi- 
gura del Rey, simbolo de la unidad de 
España, en las Sentencias 5 y 8/1%7, 
ambas sobre el nombramiento del Rey 
de los Presidentes de la Comunidad Au- 
tomhica Vasca, los “Lendakaris”, Garai- 
koetxea y Ardanza. En la @“era de 

estas sentencias se señala que el nombra- 
miento debe ser efectuado por el monar- 
ca por un imperativo de carácter consti- 
tucional (art. 152.1 C.E.) y/o estatutario, 
co” lo que se ha querido hacer visible el 
nexo por medio del cnal 

“la organización institucional de las 
Comunidades Aut6nomas se vincula 
al Estado, de cuya unidad y per- 
manencia el art. 58 de la Nornu 
Fundamental define al Rey como 
dmbolo” (F.J. 5). 

Por otra parte, la Corwa representa 
la unidad del Estado bente a la división 
orgánica de poderes, por cuya razón se 
imputa al Rey una serie de actos (nom- 
bramientos del Presidente del Gobierno 
y de los Presidentes de las Comunidades 
Autónomas *orno hemos visto en las 
Sentencias 5 y W1987, anteriormente 
citadas, convocatorias de Cortes, prw 
mulgación de las leyes, etcétera). 

Por último, la corona representa la 
unidad e indivisibilidad del Estado espa- 
ñol, que se transmite hereditariamente, 
donde “a través del artículo 57.1 C.E. 
se asegura la sucesión en la continuidad 
misma de la naturaleza”*1. 

Para terminar, nos referiremos al tras- 
cendente papel que k ha tocado desem- 
peñar al Tribunal Constitucional español 
en la tarea de censt~ucción de una doc- 
tina sobre el Estado Autonómico. 

Como hemos dicho, el carácter sui g& 
neris del modelo estatal de la estructura 
territorial española obedece a múltiples 
factores -históricos, jurídicos, Étnicos, 
políticos-. Y so” éstos m&s algunos otros 
los que fija” los contornos del modelo 
que se gest6 en la constituyente. Tam- 
bik” es sabido por los estudiosos del 

31 SÁNCHEZ. AGESTA. “Algunos carac- 
teres generales de la Constitución de 
1978”, Revista de Derecho Público, núm. 
74, Madrid, 1979, p. 97. Véase además 
TOMÁS Y V ALJENTE, Tribunal Constitu- 
cional, ob. cit. p. 139. 
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proceso juridico constitucional y político 
español que desembocó en la Constitu- 
ción de 1078 que éste eshwo preferen- 
temente rrarcado por un signo, cual fue 
establecer y mantener el consenso enhe 
las fuerzas pollticas y sociales. En efec- 
to, el co11se”so de ese día cruza el conte- 
nido del texto constitucional, fundamen- 
talmente en el tana del ordenamiento 
auto”6nlico, y patic”lar”Ie”te respecto 
del reparto competencial entre el Estado 
y las Comunidades Autónolras. 

La mantención del advertido acuerdo 
politice tmjo como consecuencia ineludi- 
ble que al momento de entrar en vigor 
el texto constitucional el modelo consii- 
tucional de la forma de Estado, aesde el 
punto de vista de la distribución tenito- 
rial del poder, estwiera signado por la 
“indefinición”; de allí que será natual 
que “ni se quiso denominar expresamente 
el modelo o tipo de Estado q”e se esta- 
blecía, ni tampoco se organizó ese mw 
delo, de manera que, pese a la ausencia 
de denominación, ésta se desprendiese 
inmxliata e inequivocamente de las re- 
glas prccedime”tales que lo reguln- 
han” 82. 

La responsabilidad de las tiprecisio- 
“es, vados y carencia de sistematicidad 
es m8s fnrto del necesario y fundamental 
consenso político ya advertido que la 
manifestación de una t8cnica más o me- 
nos depurada. Las palabras de T.R. Fer- 
nández, pow tiempo después de entrar 
en vigor la Constitucib”, so” elocuentes: 

“El consenso logrado inicialmente 
en la Ponencia Consötucional ha 
consepuido converär en nonxi cons- 
titucional vigente un sistema de dis- 
tribución de competencia entre el 
Estado y las Comunidades Autóno- 
UXI8 que no satisface a nadie, ni a 
políticos ni B expertos, que no res- 
ponde a ningún molde conocido, 
que “0 se ajusta al esquema tebric0 
del Estado federal ni al Estado re 
gional que ca.rece de la imprescin- 

52 AFLWJ~N, M. “La jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional sobre las auto- 
nomfas territoriales”, Revista Vasca de 
Administraci6n Pública, núm. 10, val. II, 
septiembre-diciembre, 1984, pág. 35. 

dible claridad y que ya desde aho- 
ra se revela Claramente insuficiente 
para garantizar unas relaciones ra- 
zonables entre los sujetos en pre- 
sench” 33. 

En este sentido el mapa de la des- 
centralización, la intensidad de Asta, la 
distribución y coordinación de las can- 
petencias entre los diferentes entes te- 
rritoriales e incluso “la bomoge@dad 
o heterogeneidad de la descentralizaci6” 
quedaron aplazadas para el futuro”~. 

El fenómeno reci6n descrito ha co”- 
ducido irremediablemente a que la com- 
pleja y vital regulacibn del proceso au- 
tonómico. que se establece en la Cons- 
titución y los Estahkx, deba ser inter- 
pretada por la doctrina jurldica y par- 
ticularmente por el Tribunal Constitu- 
cional, quien tiene la fundamental labor 
de ser “int&prete supremo de la Consti- 
tución” (art. 1 LOTC, Ley Org&nica del 
Tribunal Co”stit”ciona1). En este se”- 
tido García de Ente& asigna al pre- 
cepto que señala las comp-ete”cias exclu- 
sivas del Estado, o sea, el art. 149 de la 
Constitución, un carácter de “verdadera- 
mente decisivo para la diskibución de 
competencias”, y el j”rista español En- 
trena Cuesta8~, también observará su 
carkter heterogéneo: 

= FERNÁNDEZ ROD&UEZ. T.R. “Re- 
vista de Estudios de la Vida Local”, 
“íu”. 201, enero-mano, 1979, p. 10. 
Este mismo autor si” embargo, en un 
posterior trabajo, al hacer “” “t&&. 
fico” balance del Estado de las Autono- 
mías le agrega algunas matizacio”es,l”e- 
go de decir que “el Estado de la Auto- 
nomías ha resultado un tanto disfomx 
y poco o nada annoniosó~; señala más 
adelante que “el mecanismo funciona ti 
mayores dificultades, pese a las notorias 
y notadas deficiencias iniciales de su di- 
seño”. “El Estado de das Autonomias: 
balance de su primera etapa”, Revista 
Cuenta y Razón, núm. 30 octubre, 1987, 
P. 84. 

31 Arac& M. “La jurisprudencia”. 
ob. cit. pág. 35. 

85 ENTRENA COESTA R. en la obra ce 
lectiva dirigida por GARRIW FALLA, “Ce 
mentarios a la Constihxión”, ob. cit. 
pág. 1614. 
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“Posiblemente, una buena tkcnica 
legislativa (constituyente en este 
caso) hubiese aconsejado un trata- 
miento separado de materias tan di- 
yems y tan relevantes todas ellas. 
ea Constitución no lo ha hecho así, 
concentrando en un solo precepto 
una regulación sumamente comple- 
ja. Ello no significa sino que es más 
necesaria una cuidadosa disección y 
discernimiento por parte del intér- 
prete (doctrinal en primer tkrmino, 
pero de In jurisprudencia del Tri- 
bunal Constitucional como criterio 
final, en definitiva) para separar y 
analizar substantivamente tan rico y 
variado contenido instihxional” 36. 

La opinión predicha es compartida 
por la gran mayoría de los autores=, es- 
pecialmente sobre la fundamental tarea 
que le ha tocado cumplir al órgano en- 
cargado de la jurisdicción constitucional 
en lo relativo a la mmstante labor de in- 
terpretación de lo que se ha denominado 

M Cm& DE ENTERRÚ, E. “Estu- 
dios sobre Autonomías”. . ob. cit, p, 
114. 

57 En este sentido entre otros, FEH- 
xhmz FXmkma T.R. que resalta: “la 
prudencia iuris de que ha hecho gala el 
Tribunal Constitucional, que sentencia a 
sentencia ha sabido no sólo salir airoso 
de los continuos retos de que ha sido ob- 
jeto en esta etapa (desde el comienm de 
su labor 1981 ihasta 1987), sino también, 
y sobre todo, construir una malla doc- 
trinal tan sólida como elktica y encon- 
hxar sentido a unos preceptos canstitucio- 
nales que, en este concreto tema, pare- 
cian no tenerlo y, desde luego, no te- 
nían al menos, a ptimera vista”, El Es- 
tado de las Autonomías.. ob. cit. pp. 
84-85. 

ya Sobre el significado del “Bloque de 
Constitucionalidad” el Tribunal Constitu- 
cional ha expresado: 
“Para interpretar debidamente la nema- 
tiva aplicable al caso, el “bloque de cons- 
titucionalidad”, que ha de servir de ba- 
se para enjuiciar la Ley impugnada, hay 
que partir del hecho de que la Consti- 
tución se remite con carMer general a 

el “bloque de constihzionali&d”~. Esta 
funci6n interpretadora de la jtipruden- 
cia constitucional, en lo que se refiere al 
tema de las autonomias tenitoriales, es, 
ante todo, “doctrina competaial” y es 
“en este ámbito.. donde los conflictos 
competenciales han convertido al Tribu- 
nal Constitucional en una pieza esencial 
del sistema.. .” (Cruz Villal6n) 88. 

En este aspecto el Tribunal Constitu- 
cional también ha precisado clara y ro- 
tundamente su función monopblica, por 
decir un nombre, al momento de la ti. 
teqxetación de los preceptos constitu- 
cionales, en especial los asuntos relativos 
al tema autonómico: 

“Este Tribunal, en cuanto intérpre- 
te supremo de la Constitución (art. 
1 de la LOTC), ha precisado di- 
versos aspectos concernientes prin- 
cipalmente al derecho a la autono- 
mía, al proceso autonómico y a la 
delimitación competencial, a través 
de numerosas Sentencias”. (STC 
loO/lQ84, de 8 de noviembre de 
1984, F.J. 3, sobre la incorporación 
de Segovia a la Comunidad Autó. 
“orna de Castilla-León). 

los estatutos para que Bstos determinen 
las c0mpete*cias auton6micas”, STC 
lo/1982 23 de marzo, sobre radio y te- 
bvisión, F.J. 2; también ha establecido 
que el: “bloque de mnstitucionalidad, 
formado de acuerdo con el art. 28 de la 
LOTC, por la propia Constitución y los 
Estatutos Autonómicos”; STC 38/1983, 
de 28 de abril, sobre coordinación y pla- 
nificacibn sanitaria, F.J. 3. En mi pare- 
cer también estarían incluidas dentro del 
bloque de constitucionalidad, por las fa- 
cultades que contienen y los efectos ju- 
rídicos que produce sus resoluciones, las 
resoluciones que el Tribunal Constitucic- 
nal fallan sobre materias autonómicas. 

39 Cm-z Vru.u.óN P. “La junspruden- 
cia del Tribunal Constitucional sobre 
Autonomias Territoriales”, Revista Jmkli- 
ca de Castilla-La Mancha. El Tribunal 
Constitucional y su jurkpmdencia (Ac- 
tas del VI Congreso Nacional de Cien- 
cia Política y Derecho Constitucional) 
abril-agosto 1988, núms. 3 y 4, Toledo. 
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Esta idea se corroborará en algunas 
importantes Sentencias -anteriores y pos- 
teriores a 1s recién citada- donde se 
resudven asuntos relativos al tema au- 
tonómico, siendo entre ellas la de “xyor 
importancia la STC 78/1983 de 5 de 
agosto de 1983, sobre el Proyecto de 
Ley Orgánica de .4rmonizaci6” del Pro- 
ceso Autonómico, más conocido Congo 
LOAPA40. En esta importante Sentencia 
el Tribunal impide que una nonra dic- 
tada en las Cortes -órganos legislati- 
vos- pueda interpretar determinados pre- 
oeptos co”stitucio”ales -entre los mas 
destacados por su importancia arts. 150.3, 
155, 149.3, etc.- que ataííen al tema 
autot6nico. El máximo tribunal co” esta 
sentencia se opone B que una norma se 
“interpusiera en& la Constituciún y los 
Estatutos” 4’. 

Para concblir, podemos señalar que la 
importancia del Tribunal Constitwional 
e” el sistema de delimitación competen- 
cial español es ta” decisiva, que en la 
actualidad es imposible muliza el tema 
de las autonomias si” previamente revi- 
sar y estudiar las numerosas sentencias 
que ha dictado el “intérprete supremo 
de la Constitución” sobre amntos auto- 
nómicos 42. 

w Sobre la Sentencia 76/1983 de 5 
de agosto, sobre la Ley OrgLnica de Ar- 
moniación del Proceso A”to”ótico, se 
han escrito diversos trabajos; entre los 
más destacados: GAI& DE Ea&, E. 
“Estudios sobre Autonwfas Tenitoria- 
les”, ob. cit. p. 463 y SS.; LEGUINA, JE- 
~6s. Escritos sobre autonomias territoria- 
les, Taos, Madrid, 1984, p. 93 y SS. 
Desde “11 punto de vista más especifico: 
TORNOS MAS. J. “La c~“sula de preva- 
lencia” y el ariícnlo 49 de la LOAPA, 
REDA, núm. 37, 1983, p. 185 y SS. 

41 CWJZ VILLAI&, “La jurispruden- 
ch”. , ob. cit. pág, 139. 

* Prácticamente todos los autores que 
se ocupa” del tema autonómico maneja” 

Abreviaturas usadas: 

STC: Sentencia del Tribunal Constitu- 
cional espa&L 

C.E.; Constítucibn Española. 

F.J.: Fundamento Jwídico. 

LOTC: Ley Orgánica del Tribunai 
Constitucional. 

y citan las Sentencias del TribunalCons- 
titucional que se refiex” al tema. Ade- 
más son innumerables los comentarios de 
los autores sobre algunas Sentencias del 
Tribunal Constitucional que se refiere” 
a aspectos de las autonomias. Ahora bie”, 
mee IOS tibajos que se ha” ocupado 
sistemáticamente de la jwisprudencia 
constitucional sobre las autonomfas wri- 
toriales, esUn entre otros: FF.FWÁNIXZ 
FAMERES G. “El sistema de conflictos 
de competencia entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas en la jurispru- 
dacia del Tribunal Constitucional” (se- 
sión tercera) en la Organización territo- 
rial del Estado (Comlmidades Autbno- 
mas), Volúmeaes de las Jornadas de la 
Direcci6” General de lo Contencioso del 
Estado, I.E.F., Madrid, 1984, p. 81 y 
SS; ARAC~N, M. “La jurisprudencia”. 
cib. cit; TOMÁS Y VAL-. F. “Infor- 
me del Tribunal Constitucional”, en Tri- 
bunales Constitucionales Europeos y eu- 
tonomías territoriales, VI Conferencia de 
Tribunales Constitucionales europeos- 
1984, Centro de Estudios Constituciona- 
les-Tribunal Constitucional, Madrid 1985, 
p. 133 y SS. PÉREZ ROYO, J. “Reflexio- 
na sobre la contribución de la jurispru- 
dencia constitucional a la construcción 
del Estado autonómico”, Revista Estu- 
dios Polfticos, “únx 49, enero-febrero, 
Madrid, 1986, p. 7 y s.; y lo más re- 
ciente es el trabajo de CRUZ VILLAI& 
P. “La jurisprudencia, ob. cit. que abar- 
M hasta las primens sentencias de 1988. 


